
 

 

 

RESOLUCIÓN No. 034-DSG-2025 

 

LA DIRECTORA DE SECRETARÍA GENERAL 

 

 

CERTIFICA 

 

Que: el Concejo del Gobierno Autónomo Descentralizado Municipal de Tena, en sesión 

ordinaria del 18 de marzo de 2025.  

 

 

CONSIDERANDO 

 

Que, el informe técnico “Análisis regularización de asentamientos humanos de hecho 

consolidado” del sector urbano de Santa Inés, emitido por la Dirección de Gestión de 

Territorio.  Puesto en conocimiento mediante memorando Nro. GADMT-A-2025-0558-

MEMO, de fecha 14 de marzo de 2025. 

 

 

Que, la Constitución de la República del Ecuador (2008) dispone: 

 

Artículo 3. Son deberes primordiales del Estado: 8. Garantizar a sus habitantes el derecho 

a una cultura de paz, a la seguridad integral y a vivir en una sociedad democrática y libre 

de corrupción. 

 

Artículo 83. Son deberes y responsabilidades de las ecuatorianas y los ecuatorianos, sin 

perjuicio de otros previstos en la Constitución y la ley: 4. Colaborar en el mantenimiento 

de la paz y de la seguridad. 

 

Artículo 226. Las instituciones del Estado, sus organismos, dependencias, las servidoras o 

servidores públicos y las personas que actúen en virtud de una potestad estatal ejercerán 

solamente las competencias y facultades que les sean atribuidas en la Constitución y la ley. 

Tendrán el deber de coordinar acciones para el cumplimiento de sus fines, y hacer efectivo 

el goce y ejercicio de los derechos reconocidas en la Constitución.  

 

Artículo 227. La administración pública constituye un servicio a la colectividad que se rige 

por los principios de eficacia, eficiencia, calidad, jerarquía, desconcentración, 

descentralización, coordinación, participación, planificación, transparencia y evaluación. 

 

Artículo 393. El Estado garantizará la seguridad humana a través de políticas y acciones 

integradas, para asegurar la convivencia pacífica de las personas, promover una cultura de 

paz y prevenir las formas de violencia y discriminación y la comisión de infracciones y 

delitos.  La planificación y aplicación de estas políticas se encargará a órganos 

especializados en los diferentes niveles de Gobierno. 

 

 



 

 

 

Que, el Código Orgánico de Organización Territorial, Autonomía y Descentralización 

(Registro Oficial 584, 21-VI-2024) dispone: 

 

Artículo 3. Principios. El ejercicio de la autoridad y las potestades públicas de los 

gobiernos autónomos descentralizados se regirán por los siguientes principios:  b) 

Solidaridad. Todos los niveles de gobierno tienen como obligación compartida la 

construcción del desarrollo justo, equilibrado y equitativo de las distintas 

circunscripciones territoriales, en el marco del respeto de la diversidad y el ejercicio pleno 

de los derechos individuales y colectivos. En virtud de este principio es deber del Estado, 

en todos los niveles de gobierno, redistribuir y reorientar los recursos y bienes públicos 

para compensar las inequidades entre circunscripciones territoriales; garantizar la 

inclusión, la satisfacción de las necesidades básicas y el cumplimiento del objetivo del 

buen vivir; c) Coordinación y corresponsabilidad. Todos los niveles de gobierno tienen 

responsabilidad compartida con el ejercicio y disfrute de los derechos de la ciudadanía, el 

buen vivir y el desarrollo de las diferentes circunscripciones territoriales, en el marco de 

las competencias exclusivas y concurrentes de cada uno de ellos. Para el cumplimiento de 

este principio se incentivará a que todos los niveles de gobierno trabajen de manera 

articulada y complementaria para la generación y aplicación de normativas concurrentes, 

gestión de competencias, ejercicio de atribuciones. En este sentido, se podrán acordar 

mecanismos de cooperación voluntaria para la gestión de sus competencias y el uso 

eficiente de los recursos. 

 

Artículo 4. Fines de los Gobiernos Autónomos Descentralizados. Dentro de sus respectivas 

circunscripciones territoriales son fines de los gobiernos autónomos descentralizados: b) 

La garantía, sin discriminación alguna y en los términos previstos en la Constitución de la 

República, de la plena vigencia y el efectivo goce de los derechos individuales y colectivos 

constitucionales y de aquellos contemplados en los instrumentos internacionales; e) La 

protección y promoción de la diversidad cultural y el respeto a sus espacios de generación 

e intercambio; la recuperación, preservación y desarrollo de la memoria social y el 

patrimonio cultural. 

 

Artículo 5.  Autonomía. La autonomía política, administrativa y financiera de los gobiernos 

autónomos descentralizados y regímenes especiales prevista en la Constitución 

comprende el derecho y la capacidad efectiva de estos niveles de Gobierno para regirse 

mediante normas y órganos de gobierno propios, en sus respectivas circunscripciones 

territoriales, bajo su responsabilidad, sin intervención de otro nivel de gobierno y en 

beneficio de sus habitantes. Esta autonomía se ejercerá de manera responsable y solidaria. 

En ningún caso pondrá en riesgo el carácter unitario del Estado y no permitirá la secesión 

del territorio nacional.  

  

Artículo 54. Funciones. Son funciones del gobierno autónomo descentralizado municipal 

las siguientes: l) Prestar servicios que satisfagan necesidades colectivas respecto de los 

que no exista una explícita reserva legal a favor de otros niveles de gobierno, así como la 

elaboración, manejo y expendio de víveres; servicios de faenamiento, plazas de mercado y 

cementerios. 

 



 

 

 

 

Artículo 60. Atribuciones del alcalde o alcaldesa. Le corresponde al alcalde o alcaldesa: n) 

Suscribir contratos, convenios e instrumentos que comprometan al gobierno autónomo 

descentralizado municipal, de acuerdo con la ley. Los convenios de crédito o aquellos que 

comprometan el patrimonio institucional requerirán autorización del Concejo, en los 

montos y casos previstos en las ordenanzas cantonales que se dicten en la materia. 

 

 
Que, la Ley Orgánica de Ordenamiento Territorial, Uso y Gestión de Suelo LOOTUGS. 
( Registro Oficial 488, 30-I-2024) dispone:      
 

Artículo 1. Objeto. Esta Ley tiene por objeto fijar los principios y reglas generales que rigen 

el ejercicio de las competencias de ordenamiento territorial, uso y gestión del suelo 

urbano y rural, y su relación con otras que incidan significativamente sobre el territorio o 

lo ocupen, para que se articulen eficazmente, promuevan el desarrollo equitativo y 

equilibrado del territorio y propicien el ejercicio del derecho a la ciudad, al hábitat seguro 

y saludable, y a la vivienda adecuada y digna, en cumplimiento de la función social y 

ambiental de la propiedad e impulsando un desarrollo urbano inclusivo e integrador para 

el Buen Vivir de las personas, en concordancia con las competencias de los diferentes 

niveles de Gobierno. 

 

Artículo 5. Numeral 6. El derecho a la ciudad. Comprende los siguientes elementos: a) El 

ejercicio pleno de la ciudadanía que asegure la dignidad y el bienestar colectivo de los 

habitantes de la ciudad en condiciones de igualdad y justicia. b) La gestión democrática de 

las ciudades mediante formas directas y representativas de participación democrática en 

la planificación y gestión de las ciudades, así como mecanismos de información pública, 

transparencia y rendición de cuentas. c) La función social y ambiental de la propiedad que 

anteponga el interés general al particular y garantice el derecho a un hábitat seguro y 

saludable. Este principio contempla la prohibición de toda forma de confiscación. 

 

Artículo 6. Del ejercicio de los derechos de las personas sobre el suelo. Las competencias y 

facultades públicas a las que se refiere esta Ley estarán orientadas a procurar la 

efectividad de los derechos constitucionales de la ciudadanía. En particular los siguientes:  

 

1. El derecho a un hábitat seguro y saludable.  

2. El derecho a una vivienda adecuada y digna.  

3. El derecho a la ciudad.  

4. El derecho a la participación ciudadana.  

5. El derecho a la propiedad en todas sus formas. 

 

Artículo 7. Implicaciones de la función social y ambiental de la propiedad. Para efectos de 

esta Ley, la función social y ambiental de la propiedad en el suelo urbano y rural de 

expansión urbana implica: 1. La obligación de realizar las obras de urbanización y 

edificación, conforme con la normativa y planeamiento urbanístico y con las cargas 

urbanísticas correspondientes. 2. La obligación de destinar los predios al uso previsto en 

la ley o el planeamiento urbanístico. (…).  
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Disposición Transitoria Octava De La Lootugs. En el plazo de dos años, los Gobiernos 

Autónomos Descentralizados Municipales finalizarán la Regularización de los 

Asentamientos Humanos de Hecho constituidos de forma previa al 28 de diciembre de 

2010 que no se encuentren en áreas protegidas, de riesgo no mitigable y cuyos pobladores 

justifiquen la tenencia o la relocalización de asentamientos humanos en zonas de riesgo no 

mitigable.  

Los Gobiernos Autónomos Descentralizados municipales y metropolitanos deberán 

finalizar, en el plazo de cuatro años la construcción de los sistemas públicos de soporte 

necesarios en las zonas objeto del proceso de regularización, en particular respecto del 

servicio de agua segura, saneamiento adecuado y gestión integral de desechos. 

 

 

Que, la Resolución Nro. 006-CTUGS-2020 dispone:  

 

Artículo 1. Objeto. La presente resolución tiene por objeto establecer los lineamientos 

básicos de procesos y procedimientos para el levantamiento periódico de información y la 

regularización de todos los asentamientos humanos de hecho, ubicados en suelo urbano y 

de ser el caso en suelo rural, previo a la autorización por parte de la Autoridad Agraria 

Nacional, de cambio de la clasificación de suelo rural de uso agrario a suelo de expansión 

urbana en la jurisdicción de los gobiernos autónomos descentralizados municipales y 

metropolitanos, sean estos de dominio público o privado. 

 

 
Que, la Ordenanza 088-2021 dispone:  

 

Que, actualiza el plan de Desarrollo y Ordenamiento Territorial del cantón Tena, del 

periodo 2021-2023, El plan de uso y gestión del suelo del cantón Tena 2021-2023 y el Plan 

de Ordenamiento Urbanístico Integral Sustentable de la ciudad Tena 2021-2033.  

 

Disposiciones general cuarta: (…) Los procesos iniciados en materia de uso y Gestión de 

Suelo antes de la publicación de la presente Ordenanza en el Registro Oficial y que se 

encuentran en trámite seguirán los procedimientos contemplados en la normativa legal y 

Ordenanza correspondiente a la fecha de presentación de su trámite (…). 

 

 
Que, la Ordenanza 105-GADMT 2022 dispone:  

 

Para determinar los Asentamientos Humanos de Hecho consolidados y su regularización 

atreves de la Partición Administrativa o expropiación especial de lotes de terreno 

ubicados en las zonas urbanas, de expansión urbanas y rurales de la jurisdicción cantonal 

de Tena.  

 

Artículo 1 Objeto. Reconocer y regularizar los asentamientos humanos de hecho y 

consolidados de forma previa al 28 de diciembre del 2010. (…)  

 



 

 

 

Artículo 10. Potestad Administrativa.  Cuando por Resolución del Órgano de legislación y 

Fiscalización del Gobierno Autónomo Descentralizado Municipal del Tena, se requiera 

regularizar y legalizar asentamientos humanos consolidados de interés social ubicado en 

su circunscripción territorial en predios que se encuentran proindivisos, el alcalde a través 

de los órganos administrativos de oficio y petición de parte está facultado para ejercer la 

partición administrativa siguiendo el procedimiento y reglas que a continuación se 

detallan: (…).  

 

Que, la Ordenanza que Reglamenta el Funcionamiento del Concejo Municipal del 

cantón Tena (2010) dispone: 

 

Artículo 2. Facultad Normativa. Los artículos 7 y 57 literal a) del Código Orgánico de 

Organización Territorial, Autonomía y Descentralización, reconoce a los concejos 

municipales para el pleno ejercicio de sus competencias, la capacidad para dictar normas 

de carácter general, a través de ordenanzas, acuerdos y resoluciones, aplicables dentro de 

su jurisdicción territorial. 

 

 

RESOLVIÓ 

 

PRIMERO: Disponer a las direcciones: Gestión de Territorio, Procuraduría Síndica, 

Registro de la Propiedad y Mercantil y Secretaría Técnica de Planificación Cantonal; 

levantar toda la documentación relevante a nivel técnico y jurídico para el eventual inicio 

del proceso de regularización del sector Santa Inés, con la normativa legal vigente que en 

su momento se aplique en el Gobierno Municipal de Tena. 

 

SEGUNDO: Disponer a la Dirección de Procuraduría Síndica, realice las acciones que 

permitan interponer quejas ante el Consejo de la Judicatura en razón de un supuesto mal 

uso de la justicia en cuanto a las demandas de prescripción adquisitiva de dominio. 

 

 

 

 

 

 

 

Abogada Vanesa Cortez Aucay 

DIRECTORA DE SECRETARÍA GENERAL 
 

 

 

ENVIADO A: 

Alcaldía/ concejales 

Directores/coordinadores/ EMPUDEPRO/DDSE/Cuerpo de Bomberos  
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